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Señores 
JUZGADO (011) ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ – D.C. 
SECCIÓN SEGUNDA 
    

E.  S.  D.  
 
 
REFERENCIA:  PROCESO EJECUTIVO ADMINISTRATIVO 
 
ASUNTO: CONTESTACIÓN DEMANDA - EXCEPCIONES AL 

MANDAMIENTO DE PAGO 
 
EJECUTANTE:  WILSON ARLEY VALBUENA DUARTE - CC 79701212 
 
EJECUTADA:            Administradora Colombiana de Pensiones - COLPENSIONES  
 
RADICACIÓN: 11001333501120220018700 
 
 
DIANA MARCELA MANZANO BOJORGE, abogada en ejercicio, identificada como 
aparece al pie de mi correspondiente firma, en mi calidad de apoderada judicial externa de 
la Administradora Colombiana de Pensiones en adelante - COLPENSIONES, cordialmente 
solicito al Despacho reconocerme personería para actuar de acuerdo al poder adjunto y 
estando dentro del término de la oportunidad procesal, de manera respetuosa me permito 
dar CONTESTACIÓN A LA DEMANDA EJECUTIVA, propuesta dentro del proceso de la 
referencia instaurado contra mi representada, para que mediante sentencia que haga 
tránsito a cosa juzgada se absuelva a mi representada de todas y cada una de las 
pretensiones propuestas en la demanda y se condene en costas a la ejecutante. 
 

NATURALEZA JURÍDICA DE LA ENTIDAD DEMANDADA, REPRESENTACIÓN 

LEGAL Y DOMICILIO 

La Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES- es una empresa industrial y 
comercial del estado del orden nacional, organizada como entidad financiera de carácter 
especial, vinculada al Ministerio de Trabajo con personería jurídica, autonomía 
administrativa y patrimonio independiente, cuyo objeto consiste en la administración estatal 
del régimen de prima media con prestación definida incluyendo la administración de los 
beneficios económicos periódicos de que trata el Acto Legislativo 01 de 2005 modificatorio 
del artículo 48 de la constitución Política, de acuerdo con lo que establezca  la  ley que los 
desarrolle. La representación legal la ejerce el Doctor JAIME DUSSÁN CALDERÓN. 
 
El domicilio principal es la ciudad de Bogotá D.C., en la Carrera 10 No. 72-33 Torre B piso 

11, número telefónico 2170100. 

 

PRONUNCIAMIENTO EXPRESO RESPECTO DE LOS HECHOS 

 

HECHO PRIMERO: ES CIERTO, según sentencia de primera instancia proferida por este 

Despacho dentro del proceso ordinario que dio origen a este trámite de ejecución. 

HECHO SEGUNDO: ES CIERTO, según sentencia de segunda instancia proferida por el 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca, dentro del proceso ordinario que dio origen a este 

trámite de ejecución. 

HECHO TERCERO: ES CIERTO, según documentación aportada con la demanda. 
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HECHO CUARTO: ES PARCIALMENTE CIERTO. CIERTO, que la parte ejecutante radicó 

la solicitud de cumplimiento de sentencia el día 26 de septiembre de 2019. Y NO ES 

CIERTO, que mi representada no haya expedido resolución de cumplimiento, ya que 

mediante la resolución VPB 33920 del 29 de agosto de 2016, reliquidó la pensión de 

vejez del ejecutante incluyendo todos los factores salariales en el último año de servicio. 

HECHO QUINTO: NO ES UN HECHO, es una manifestación y cálculo aritmético realizado 

por el apoderado de la parte ejecutante, por lo tanto, debe de ser probado en el transcurso 

del proceso y me atengo a lo que decida el Despacho. 

HECHO SEXTO: (PERO QUE EN LA DEMANDA APARECE COMO HECHO NOVENO): 

NO ME CONSTA, es una apreciación jurídica y aritmética que realizó el apoderado de la 

parte ejecutante, la cual deberá ser sometida a debate probatorio dentro del presente 

asunto. 

HECHO SÉPTIMO: (PERO QUE EN LA DEMANDA APARECE COMO HECHO 
DÉCIMO):  ES CIERTO, de conformidad con la documentación aportada con la demanda. 
 
 
 
 

PRONUNCIAMIENTO EXPRESO SOBRE LAS PRETENSIONES 

 
 
A LA PRETENSIÓN PIMERA: ME OPONGO, en razón a que COLPENSIONES dio estricto 

cumplimiento a los fallos dictados dentro del proceso ordinario con radicado 2016-520-00, 

el cual da origen a este trámite de ejecución por medio de la resolución VPB 33920 del 

29 de agosto de 2016, cancelando todos los conceptos objetos de condena, por ende, no 

hay lugar a que se libre mandamiento por dicho concepto solicitado. (Anexo resolución como 

prueba). 

 

 

A LA PRETENSIÓN SEGUNDA, TERCERA Y CUARTA: ME OPONGO, en razón a que 

COLPENSIONES dio estricto cumplimiento a los fallos dictados dentro del proceso ordinario 

con radicado 2016-520-00, el cual da origen a este trámite de ejecución por medio de la 

resolución VPB 33920 del 29 de agosto de 2016, cancelando todos los conceptos 

objetos de condena, por ende, no hay lugar a que se libre mandamiento por dichos 

conceptos solicitados. 

 

 

FRENTE A LA PRETENSIÓN QUINTA: ME OPONGO, a que se condene a mi 

representada a cancelar el pago de costas y agencias en derecho, por cuanto mi 

representada ha actuado conforme a la Ley, respetando las garantías de la parte 

demandante, de modo que no hay lugar a condena por costas ya que no se avizora en 

ningún escenario muestras de temeridad o de mala fe por parte de mi representada, la cual 

en todo momento ha obrado en cumplimiento de sus deberes constitucionales y legales. 

 

 

A LA PRETENSIÓN SEXTA: ME OPONGO, en cuanto a los intereses moratorios, pues 

dentro de las sentencias que sirven de título ejecutivo no existe condena alguna por este 

concepto, por ende, no hay lugar a que se libre mandamiento por el no pago oportuno de 

la sentencia judicial que presta mérito ejecutivo, en aplicación del artículo 192 del CPACA, 

esto de conformidad con las siguientes consideraciones: 
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“ARTÍCULO 177. EFECTIVIDAD DE CONDENAS CONTRA ENTIDADES PÚBLICAS. 

<Código derogado por el artículo 309 de la Ley 1437 de 2011. Rige a partir del dos 

(2) de julio del año 2012. El texto vigente hasta esta fecha es el siguiente:> Cuando se 

condene a la Nación, a una entidad territorial o descentralizada al pago o devolución de una 

cantidad líquida de dinero, se enviará inmediatamente copia de la sentencia a quien sea 

competente para ejercer las funciones del ministerio público frente a la entidad condenada”. 

 

El agente del ministerio público deberá tener una lista actual de tales sentencias, y dirigirse 

a los funcionarios competentes cuando preparen proyectos de presupuestos básicos o los 

adicionales, para exigirles que incluyan partidas que permitan cumplir en forma completa 

las condenas, todo conforme a las normas de la ley orgánica del presupuesto. 

 

Así mismo, el nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo contempla en su artículo 192 un procedimiento expresamente dirigido al 

cumplimiento de las sentencias o conciliaciones por parte de las entidades públicas, el cual 

establece expresamente que las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en 

el pago o devolución de una suma de dinero serán cumplidas en un plazo máximo de diez 

(10) meses: 

 

“ARTÍCULO 192. CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS O CONCILIACIONES POR 

PARTE DE LAS ENTIDADES PÚBLICAS. Cuando la sentencia imponga una condena que 

no implique el pago o devolución de una cantidad líquida de dinero, la autoridad a quien 

corresponda su ejecución dentro del término de treinta (30) días contados desde su 

comunicación, adoptará las medidas necesarias para su cumplimiento.  

 

Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en el pago o devolución de una 

suma de dinero serán cumplidas en un plazo máximo de diez (10) meses, contados a partir 

de la fecha de la ejecutoria de la sentencia. Para tal efecto, el beneficiario deberá presentar 

la solicitud de pago correspondiente a la entidad obligada”. 

 

Las cantidades líquidas reconocidas en providencias que impongan o liquiden una condena 

o que aprueben una conciliación devengarán intereses moratorios a partir de la ejecutoria 

de la respectiva sentencia o del auto, según lo previsto en este Código. 

 

Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter condenatorio y contra el mismo se 

interponga el recurso de apelación, el Juez o Magistrado deberá citar a audiencia de 

conciliación, que deberá celebrarse antes de resolver sobre la concesión del recurso. La 

asistencia a esta audiencia será obligatoria. Si el apelante no asiste a la audiencia, se 

declarará desierto el recurso. 

 

Cumplidos tres (3) meses desde la ejecutoria de la providencia que imponga o liquide una 

condena o de la que apruebe una conciliación, sin que los beneficiarios hayan acudido ante 

la entidad responsable para hacerla efectiva, cesará la causación de intereses desde 

entonces hasta cuando se presente la solicitud. 

 

En asuntos de carácter laboral, cuando se condene al reintegro, si dentro del término de 

tres (3) meses siguientes a la ejecutoria de la providencia que así lo disponga, este no 

pudiere llevarse a cabo por causas imputables al interesado, en adelante cesará la causación 

de emolumentos de todo tipo. 

 

El incumplimiento por parte de las autoridades de las disposiciones relacionadas con el 

reconocimiento y pago de créditos judicialmente reconocidos acarreará las sanciones 

penales, disciplinarias, fiscales y patrimoniales a que haya lugar. 
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Ejecutoriada la sentencia, para su cumplimiento, la Secretaría remitirá los oficios 

correspondientes. Así las cosas, con relación al pago de los intereses sobre la condena 

impuesta, se tiene que las sentencias quedan ejecutoriadas 3 días después de notificadas 

cuando no tienen recursos o estos se han decidido”. 

 

De conformidad con el Art. 177 del CCA, si la sentencia no señala plazo para el pago de la 

condena, los intereses moratorios se causan a partir del día siguiente a la ejecutoria, pero 

si no se presenta la reclamación dentro de los 6 meses siguientes, la causación de intereses 

se suspende hasta tanto se presente la solicitud de pago con las formalidades y se reanuda 

hasta su presentación. 

 

Según el CPACA la sentencia genera intereses a partir del día siguiente a la fecha en que 

quedó ejecutoriada la decisión, pero en caso de no presentarse reclamación por parte del 

titular del derecho en un término de tres meses, cesa la causación de intereses hasta cuando 

se presente la reclamación correspondiente. 

 

Los beneficiarios de las sentencias condenatorias tienen dos vías para hacerlas efectivas o 

ejecutarlas, una en sede administrativa, y la otra en sede jurisdiccional, que es el proceso 

ejecutivo regulado en el CGP, sea ante la jurisdicción ordinaria o ante la contencioso-

administrativa, según el caso. 

 

En cualquiera de esas vías el acreedor debe demostrar la existencia del crédito de manera 

idónea, la cual no puede ser otra que la primera copia de la sentencia según las normas del 

Código Contencioso Administrativo y del Código de Procedimiento Civil que el mismo actor 

invoca en la demanda (artículo 115, ordinal 2). 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, es evidente que en el presente caso no hay lugar al 

reconocimiento de intereses moratorios por el no pago oportuno de la sentencia judicial que 

presta mérito ejecutivo, de conformidad con el artículo 192 del CPACA, toda vez que al no 

haber lugar a la prosperidad de las suplicas invocadas en la demanda, no se emitirá, por 

ende, providencia desfavorable en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones. 

 

Es por lo anterior y que, atendiendo las disposiciones señaladas por la demandada, 

respetuosamente procedo a proponer las siguientes excepciones: 

 

EXCEPCIONES QUE SE PROPONEN 

 
Como mandatario judicial de ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES - COLPENSIONES, propongo las siguientes: 
 
EXCEPCIONES DE MERITO: 
 
 

1. PAGO PARCIAL O TOTAL DE LA OBLIGACIÓN: La anterior excepción la 

fundamento en los siguientes hechos: 

 
El señor WILSON ARLEY VALBUENA DUARTE, a través de apoderado (a) judicial 
presenta demanda ejecutiva en la que solicita el cumplimiento y pago de las 
condenas impuestas a mi representada mediante sentencia del a quo proferida por 
el Juzgado (11) Administrativo Oral del Circuito de Bogotá, la cual fue 
MODIFICADA por el Honorable Tribunal Superior de Cundinamarca - 
Sección segunda, más las costas que se generaron dentro del proceso ordinario 
además que se causen en el presente proceso.   
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Así las cosas, es de indicar que mediante VPB 33920 del 29 de agosto de 2016, 
cancelando todos los conceptos objetos de condena, por ende, no hay lugar a que 
se libre mandamiento por dicho concepto solicitado. la ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, dio estricto cumplimiento a la 
decisión proferida dentro del proceso judicial No. 2016-00520, tramitado ante 
Juzgado 11 Administrativo Oral del Circuito de Bogotá, decisión que fue 
REVOCADA por el Honorable Tribunal Superior de Cundinamarca, y que en 
razón a ello COLPENSIONES salvaguarda las responsabilidades de orden fiscal. 
 

Motivo por el cual se trae a colación algunos de sus apartes: 
 
“En mérito de lo expuesto, 
 

R E S U E L V E 
 
ARTÍCULO PRIMERO: Modificar la Resolución GNR 288411 del 21 de septiembre de 2015, 
modificada por la Resolución 408909 del 16 de diciembre de 2015, recurrida por el señor 
VALBUENA DUARTE WILSON ARLEY, ya identificado, de conformidad con las razones 
expuestas en la parte motiva de esta resolución. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO: Reliquidar a favor del señor VALBUENA DUARTE WILSON ARLEY, 
ya identificado, una pensión mensual vitalicia de VEJEZ, en los siguientes términos y 
cuantías: 
 
Valor mesada al 5 de mayo de 2016 = $1,331,795  
 
LIQUIDACION RETROACTIVO 
 
CONCEPTO                                             VALOR  
Mesadas                                                 3,766.00 
Mesadas Adicionales                             0.00 
F. Solidaridad Mesadas                         0.00 
F. Solidaridad Mesadas                         0.00 
Adic Descuentos en Salud                    351.00 
Valor a Pagar                                         3,415.00 
 
ARTÍCULO TERCERO: La presente prestación junto con el retroactivo si hay lugar a ello, 
será ingresada en la nómina del periodo 201609 que se paga en el periodo 201610 en la 
central de pagos del banco BANCOLOMBIA ABONO CUENTA de BOGOTA EXITO 
VILLAMAYOR”. 
 

 
Así las cosas, es evidente que mi representada mediante la mencionada Resolución, 
cumplió y pagó de forma total las condenas impuestas por el Juzgado (11) 
Administrativo Oral del Circuito de Bogotá, y por el Honorable Tribunal 
Superior de Cundinamarca, y que a la fecha no adeuda suma alguna a la parte 
ejecutante por concepto de reliquidación, retroactivo pensional, intereses moratorios 
e indexación, indicando además, que no se debe condenar al pago de costas de este 
proceso a mi representada, pues se reitera, ya la obligación se cumplió de forma 
total por parte de mi representada. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, me permito de manera respetuosa y dado el evento 
que se llegare a aportar durante el transcurso del proceso el Acto Administrativo de 
cumplimento de sentencia judicial y/o certificación de pago de costas procesales, 
distintos a los que reposan en el expediente, se sirva declarar la prosperidad de la 
presente excepción. 
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2. EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN: 

 
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 488 del Código Sustantivo del 
Trabajo y 151 del Código Procesal del Trabajo, propongo la excepción de 
prescripción como medio exceptivo de cualquier derecho reclamado que pudiere 
resultar probado y frente al cual haya operado este fenómeno.  
 
Muy comedidamente solicito al Despacho, se decreten las prescripciones a que 
hubiere lugar en el presente proceso. Al proponer esta excepción, no se está 
admitiendo o aceptando la pretensión de la parte ejecutante, sino, que se solicita 
que en caso de prosperar las pretensiones esbozadas por la parte actora, se proceda 
a declarar probada la excepción de prescripción de conformidad a lo consagrado en 
el artículo 488 del Código Sustantivo del Trabajo en armonía con el artículo 151 del 
Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, el cual preceptúa un término 
trienal para la reclamación de estos derechos desde el momento en que la obligación 
se hace exigible. 
 
Ruego a usted señor Juez se reconozca a favor de COLPENSIONES y en contra de 
la parte actora la excepción propuesta.  
 
 

 
3. INEXIGIBILIDAD DEL TITULO: 

 
Siendo la exigibilidad del título ejecutivo uno de los requisitos que debe calificar el 
juez que conoce de la solicitud de ejecución, se hace necesario recordar que el 
artículo 307 del Código General del Proceso establece: “Cuando la Nación 
o una entidad territorial sea condenada al pago de una suma de dinero, 
podrá ser ejecutada pasados diez (10) meses desde la ejecutoria de la 
respectiva providencia o de la que resuelva sobre su complementación o 
aclaración.” También aplicable el artículo 299, inciso 2, del CPACA, establece: “Las 
condenas impuestas a entidades públicas consistentes en la liquidación o pago de 
una suma de dinero serán ejecutadas ante esta misma jurisdicción según las reglas 
de competencia contenidas en este código, si dentro de los diez (10) meses 
siguientes a la ejecutoria de la sentencia la entidad obligada no le ha dado 
cumplimiento”, Además, el artículo 192, inciso 2, del CPACA, establece: “Las 
condenas impuestas a las entidades públicas, consistentes en el pago o devolución 
de una suma de dinero, serán cumplidas en un plazo máximo de diez (10) meses, 
contados a partir de la fecha de la ejecutoria de la sentencia. Para tal efecto, el 
beneficiario deberá presentar la solicitud de pago correspondiente a la entidad 
obligada”. Dada la naturaleza jurídica de la entidad, como empresa industrial y 
comercial del Estado, la demanda ejecutiva dirigida en su contra solo es exigible 
pasados los diez (10) meses a partir de su ejecutoria, previa solicitud de pago, aun 
cuando la entidad deberá utilizar dicho término para gestionar las diligencias para 
dar cumplimiento al fallo que incorpora una obligación dineraria. 
 
Además, me permito señalar que este término rige también la ejecución en el 
proceso laboral, puesto que en el artículo 100 del Decreto Ley 2158 de 1948 ha 
permanecido en el tiempo sin modificación alguna, tanto a la luz de la Constitución 
Política de Colombia, de la Ley 489 de 1998, de la Ley 1437 de 2011 y del Decreto 
4121 de 2011. Por ende, la interpretación de esta institución debe hacerse de 
manera actualizada, esto es, aceptando que Colpensiones tiene una categoría de 
entidad pública que le permite gozar de unas prerrogativas frente a los plazos legales 
de cumplimiento de sentencias, los cuales, se reitera, no existían cuando nace el 
artículo 100 y siguientes relacionados con la ejecución laboral del Decreto 2158 de 
1958. Lo anterior lleva a sostener que las normas vigentes aplicables a Colpensiones 
hacen prevalecer el criterio orgánico como autoridad pública, dada la naturaleza de 
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funciones administrativas que realiza en desarrollo de la operación de administración 
del régimen de prima media. 
 
Es por ello que la Magistrada; Dra. AURA ESTHER LAMO; frente a la decisión del 
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, en su Sala Laboral; que resuelve 
Recurso de apelación Contra el Auto que Libra Mandamiento de Pago, en cuanto a 
la negativa del Juzgado Séptimo Laboral el Circuito de Cali, de librar mandamiento 
de Pago por los Intereses de que trata el Art 177  del  C.C.A;  Salva  su  Voto  
Sustentando  que: “Frente al argumento de no requerir la accionada tiempo alguno 
o trámites internos para la disposición de sus recursos, pudiendo disponer de ellos 
como lo haría un particular, debe considerarse que desde el año 2004, los fondos 
del ISS se agotaron en su totalidad, los aportes de sus afiliados son insuficientes 
para el pago de las prestaciones a su cargo, la Nación le gira anualmente cuantiosas 
sumas que provienen del Presupuesto Nacional, para cubrir el faltante de donde 
emergen los recursos del ISS, para el pago de pensiones, en buena parte provienen 
del Presupuesto Nacional, y el Manejo de la “cosa Pública” es diferente al que dan 
lo particulares. El ISS al igual que las demás Entidades del Sector Publico, está 
sometido a controles Legales y a Constitucionales, respecto de la forma como se 
manejan sus recursos; provengan de donde provengan, más cuando su origen está 
en el Presupuesto Nacional”. 
 
Acorde con lo anterior, la Dra. LAMO GOMEZ, igualmente salva su voto, respecto a 
las consideraciones de la Sala, en recurso de apelación, formulado dentro del 
proceso Ejecutivo No 2010-00523 el que cual se tramitó en el Juzgado Noveno 
Laboral del Circuito de Cali, en el que el apoderado del ejecutante interpone Recurso 
de apelación contra el Auto que Libra Mandamiento de Pago, en cuanto a la negativa 
de Librar Orden de Pago por Intereses de que trata el Art 177 del C.C.A. 
Argumentando: “No corresponde a la realidad de nuestro ordenamiento 
Jurídico, que en los procesos adelantados ante la Jurisdicción Ordinaria 
Laboral, no sean aplicables los preceptos del Código Contencioso 
Administrativo; en particular el Art 177 del C.C.A, pues al contrario, en 
decisiones judiciales proferidas por las Altas Corporaciones, se ha 
sostenido que este precepto legal si es aplicable en los procesos que 
cursen ante esta Jurisdicción, por obligaciones a cargo del Estado, a través 
de sus directivas Institucionales o empresas, bien sean estas 
Centralizadas o Descentralizadas”.  
 
 
Por otro lado, como quiera que se libraron medidas cautelares contra mi 
representada se debe tener presente los conceptos de inembargabilidad respecto a 
los recursos de prima media señalando: 
 
ACERCA DE LA INEMBARGABILIDAD DE LOS RECURSOS DE LOS FONDOS 
DE REPARTO DEL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN 
DEFINIDA Y SUS RESPECTIVAS RESERVAS: 
 
El patrimonio de COLPENSIONES,  hace parte del presupuesto General de la Nación, 
por tanto sus bienes son inembargables y su ejecución solo es procedente una vez 
se haya cumplido el termino dispuesto por la ley,  sus recursos conformados por 
aportes privados por cotizaciones, impuestos y tasa específicas, transferencias del 
presupuesto nacional, departamental o municipal entre otros; gozan del principio de 
Inembargabilidad, no solo por normas de carácter legal, sino también, 
constitucional, cuyo espíritu es salvaguardar, sus recursos para así garantizar el 
derecho que tienen sus afiliados, a una vejez digna y retribuir el ahorro cotizado 
durante la larga vida laboral, generando así garantía a su seguridad social, dando 
cumplimiento a los fines Estatales consagrados en la Constitución Política de 
Colombia.  
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Artículo 594 del Código general del Proceso Además de los bienes 
inembargables señalados en la Constitución Política o en leyes especiales, no se 
podrán embargar: 
 
1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general de 
la Nación o de las entidades territoriales, las cuentas del sistema general de 
participación, regalías y recursos de la seguridad social. (…) 
 
Teniendo en cuenta lo anterior por ser los dineros de Colpensiones pertenecientes 
al presupuesto general de la Nación y adicionalmente a la seguridad social no pueden 
ser embargados de conformidad con la Constitución Política de Colombia y el Código 
general del Proceso; de la siguiente manera: 
 
(…) PARÁGRAFO. Los funcionarios judiciales o administrativos se abstendrán de 
decretar órdenes de embargo sobre recursos inembargables. En el evento en 
que por ley fuere procedente decretar la medida no obstante su carácter de 
inembargable, deberán invocar en la orden de embargo el fundamento legal para su 
procedencia. 
 
Recibida una orden de embargo que afecte recursos de naturaleza inembargable, 
en la cual no se indicare el fundamento legal para la procedencia de la excepción, el 
destinatario de la orden de embargo, se podrá abstener de cumplir la orden 
judicial o administrativa, dada la naturaleza de inembargable de los recursos. En 
tal evento, la entidad destinataria de la medida, deberá informar al día hábil 
siguiente a la autoridad que decretó la medida, sobre el hecho del no acatamiento 
de la medida por cuanto dichos recursos ostentan la calidad de inembargables. La 
autoridad que decretó la medida deberá pronunciarse dentro de los tres (3) días 
hábiles siguientes a la fecha de envío de la comunicación, acerca de si procede 
alguna excepción legal a la regla de Inembargabilidad. Si pasados tres (3) días 
hábiles el destinatario no se recibe oficio alguno, se entenderá revocada la medida 
cautelar. 
 
En el evento de que la autoridad judicial o administrativa insista en la medida de 
embargo, la entidad destinataria cumplirá la orden, pero congelando los recursos en 
una cuenta especial que devengue intereses en las mismas condiciones de la cuenta 
o producto de la cual se produce el débito por cuenta del embargo. En todo caso, 
las sumas retenidas solamente se pondrán a disposición del juzgado, cuando cobre 
ejecutoria la sentencia o la providencia que le ponga fin al proceso que así lo ordene. 
 
Además, es claro que COLPENSIONES, siendo una E.I.C.E.; se le determinan los 
mismos preceptos que a la Nación; que como nueva Administradora del Régimen de 
Prima Media con Prestación Definida “recibe aportes particulares, estos son 
productos de una imposición del Estado, que a su vez cumplen con una finalidad 
pública y cuya administración y disposición corresponde al Gobierno central, hasta 
el punto que las utilidades producto de los aportes y de los demás bienes públicos 
son propiedad de la Nación”. Sentencia T-518/96. 
 
No es por menos que las normas que regulan la Inembargabilidad de los Recursos 
de la Seguridad Social, tienen sustentos Constitucionales, Legales y 
Jurisprudenciales. Es así como el Art 48 de la Carta Magna prescribe – “La Seguridad 
Social es un Servicio Público de Carácter Obligatorio que se prestará bajo la 
Dirección, Coordinación y Control de Estado, en sujeción a los principios de 
eficiencia, Universalidad y Solidaridad, en los términos que establezca la Ley”.   
 
Lo anterior indica, que los Recursos del Sistema de Seguridad Social deben ser 
protegidos por los actores que forman parte del mismo, y que las órdenes judiciales 
no pueden desconocer los mandatos Constitucionales y Legales; por ende, la línea 

mailto:utabacopaniaguab5@gmail.com
http://leyes.co/constitucion.htm


 
 
 

 
Notificaciones:  utabacopaniaguab5@gmail.com 

Jurisprudencial que ha mantenido la Corte Constitucional en los fallos relacionados, 
con el tema de Salud, Pensiones y Riesgos Profesionales. 
 

 
NORMAS CONSTITUCIONALES QUE SE CONSIDERAN INFRINGIDAS 

 
La interpretación restringida o limitada de expresión aludida vulnera los mandatos 
de la Constitución, que se encuentran puntualmente incorporados en las siguientes 
normas: 
 
“Preámbulo. En ejercicio de su poder soberano, representado por sus delegatarios 
a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de Dios, y con el fin 
de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la 
convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, 
dentro de un marco jurídico, democrático y participativo que garantice un orden 
político, económico y social justo, y comprometido a impulsar la integración de 
la comunidad latinoamericana,…” 
(…) 
“ARTÍCULO 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones 
que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la 
Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y 
asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo.  
 
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y 
libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del 
Estado y de los particulares”. 
(…) 
 
“ARTICULO 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán 
la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos 
derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de 
sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 
adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. El Estado 
protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física 
o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los 
abusos o maltratos que contra ellas se cometan.”  
(…) 
“ARTICULO 48. La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio 
que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a 
los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos 
que establezca la Ley. 
Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad 
Social. 
 
El Estado, con la participación de los particulares, ampliará progresivamente la 
cobertura de la Seguridad Social que comprenderá la prestación de los servicios en 
la forma que determine la Ley. 
La Seguridad Social podrá ser prestada por entidades públicas o privadas, de 
conformidad con la ley. 
No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad 
Social para fines diferentes a ella. 
La ley definirá los medios para que los recursos destinados a pensiones mantengan 
su poder adquisitivo constante. 
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<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto 
es el siguiente:> El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad 
financiera del Sistema Pensional, respetará los derechos adquiridos con arreglo 
a la ley y asumirá el pago de la deuda pensional que de acuerdo con la ley 
esté a su cargo. Las leyes en materia pensional que se expidan con posterioridad 
a la entrada en vigencia de este acto legislativo deberán asegurar la 
sostenibilidad financiera de lo establecido en ellas…”. 
(…) 
 
“ARTICULO 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley 
correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos 
fundamentales: 
Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y 
móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; 
irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas laborales; 
facultades para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y discutibles; situación 
más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las 
fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre formalidades 
establecidas por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a la seguridad 
social, la capacitación, el adiestramiento y el descanso necesario; protección 
especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador menor de edad. 
 
El estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las 
pensiones legales…”. 
(…) 
 “ARTÍCULO 334. La dirección general de la economía estará a cargo del 
Estado. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos 
naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo 
de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para racionalizar la 
economía con el fin de conseguir en el plano nacional y territorial, en un 
marco de sostenibilidad fiscal, el mejoramiento de la calidad de vida de los 
habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del 
desarrollo y la preservación de un ambiente sano. Dicho marco de sostenibilidad 
fiscal deberá fungir como instrumento para alcanzar de manera 
progresiva los objetivos del Estado Social de Derecho. En cualquier caso, 
el gasto público social será prioritario…”. 
(…) 
“ARTÍCULO 339. Habrá un Plan Nacional de Desarrollo conformado por una parte 
general y un plan de inversiones de las entidades públicas del orden nacional. En la 
parte general se señalarán los propósitos y objetivos nacionales de largo plazo, las 
metas y prioridades de la acción estatal a mediano plazo y las estrategias y 
orientaciones generales de la política económica, social y ambiental que serán 
adoptadas por el Gobierno. El plan de inversiones públicas contendrá los 
presupuestos plurianuales de los principales programas y proyectos de inversión 
pública nacional y la especificación de los recursos financieros requeridos para su 
ejecución, dentro de un marco que garantice la sostenibilidad fiscal”. 
 
ARTÍCULO  138. Garantía estatal en el régimen de Prima Media con 
Prestación Definida. El Estado responderá por las obligaciones del Instituto de 
Seguros Sociales, para con sus afiliados al régimen de Prima Media con Prestación 
Definida, cuando los ingresos y las reservas de dicha entidad se agotasen, siempre 
que se hubiesen cobrado las cotizaciones en los términos de esta Ley.  
El mencionado artículo fue reglamentado por el DECRETO 1071 DE 1995, 
Artículo 1º. La garantía estatal a que se refiere el artículo 138 de la Ley 100 de 
1993, para atender el pago de las obligaciones a cargo del Instituto de Seguros 
Sociales y a favor de los afiliados al Régimen de Prima Media con prestación Definida, 
se hará exigible únicamente en el evento en que dicho Instituto no disponga de 
fondos suficientes en ninguna de las cuentas correspondientes a alguno de los 
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regímenes de seguro que administra. La ausencia de fondos cualquiera que sea su 
origen deberá evidenciarse en Caja y demás recursos representativos de las reservas 
constituidas con los aportes de los afiliados activos al mencionado Régimen de 
Pensiones, con independencia del origen de los respectivos ingresos o del Fondo 
correspondiente, de conformidad con las disposiciones que rigen la materia. 
 
 
INEMBARGABILIDAD DE LOS RECURSOS DE LA SEGURIDAD SOCIAL 
 
Los recursos del Presupuesto General de La Nación, del Sistema General de 
Participaciones y los destinados al Sistema de Seguridad Social Integral son 
inembargables, según lo disponen el artículo 48 de la Constitución Política, el artículo 
19 del Decreto 111 de 1996 (Estatuto Orgánico del Presupuesto), el artículo 91 de 
la Ley 715 de 2001 (por la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos), 
y el artículo 134 de la Ley 100 de 1993, respectivamente. 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 134 de la Ley 100 de 1993 (sistema 
general de pensiones) -Inembargabilidad. Son inembargables: 
1. Los recursos de los fondos de pensiones del régimen de ahorro individual con 
solidaridad. 
2. Los recursos de los fondos de reparto del régimen de prima media con prestación 
definida y sus respectivas reservas. 
3. Las sumas abonadas en las cuentas individuales de ahorro pensional del régimen 
de ahorro individual con solidaridad, y sus respectivos rendimientos. 
4. Las sumas destinadas a pagar los seguros de invalidez y de sobrevivientes dentro 
del mismo régimen de ahorro individual con solidaridad. 
5. Las pensiones y demás prestaciones que reconoce esta ley, cualquiera que sea 
su cuantía, salvo que se trate de embargos por pensiones alimenticias o créditos a 
favor de cooperativas, de conformidad con las disposiciones legales vigentes sobre 
la materia. 
6. Los bonos pensionales y los recursos para el pago de los bonos y cuotas partes 
de bono de que trata la presente ley. 
7. Los recursos del fondo de solidaridad pensional. 
 
De conformidad con lo antes expuesto, los recursos de COLPENSIONES destinados 
al pago de prestaciones económicas son inembargables. Al respecto, también el 
artículo 265 de la ley 100 de 1993, dispone:  
 
“Presupuestos de las Entidades. El proyecto de presupuesto anual de las entidades 
públicas del orden nacional se presentará al Congreso de la República clasificado en 
gastos de funcionamiento e inversión de cada seguro económico.  
El presupuesto anual de las entidades públicas de seguridad social del orden nacional 
se regirá por los dispuesto en el estatuto orgánico del presupuesto, sin perjuicio de 
lo establecido en esta Ley”. 
 
La presente excepción también se fundamenta en los mandatos de la Ley 38 de 
1989 artículo 16, en la Sentencia de Constitucionalidad C-546 de octubre 1º de 1992 
y en el artículo 192 de la Ley 1437 de 2011. 
 
La Ley 38 de 1989 señala la regla de inembargabilidad de los recursos de la Nación 
y que el pago de las sentencias a cargo de la misma se efectuará a través del 
procedimiento contenido en el Código Contencioso Administrativo y demás 
disposiciones legales concordantes, por lo que habrá que decirse que dicha 
normatividad fue sustituida por la Ley 1437 de 2011.  
 
La Sentencia C-546 de 1992 declaró exequible el artículo 16 de Ley 38 de 1989, y 
consagró como única excepción a la inembargabilidad aludida, cuando se trata de la 
ejecución de obligaciones laborales y evidentemente no nos encontramos en un 

mailto:utabacopaniaguab5@gmail.com


 
 
 

 
Notificaciones:  utabacopaniaguab5@gmail.com 

juicio laboral o de trabajo, sino relativo a la seguridad social y debe tenerse en 
cuenta que se trata de dos especialidades claramente diferentes.  
 
Significando con las normas antes citadas que de decretarse embargo dentro del 
presente proceso no es procedente por cuanto se trata de recursos de una entidad 
estatal en cuyo caso las sentencias deben ser pagadas mediante el procedimiento 
indicado en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo. 
 
En el mismo sentido la Superintendencia Financiera de Colombia mediante oficio 
2006048547 de Septiembre de 2006, solicitó la colaboración de la presidencia del 
Consejo Superior de la Judicatura en el sentido de informar a los jueces sobre la 
restricciones legales que recaen sobre los recursos de la Seguridad Social cuando se 
ordenen los respectivos embargos, lo que conllevó a la expedición de la circular 05-
2006 del 18 de Septiembre de 2006, mediante la cual el Presidente del Consejo 
Superior de la Judicatura para esa época, recordaba a todos los jueces laborales del 
País sobre la inembargabilidad de los recursos de la Seguridad Social según lo 
consagrado en el artículo 134 de la ley 100 de 1993. Es decir que, carece de legalidad 
la aplicación de estas medidas de embargo puesto que por disposición legal estos 
recursos han sido declarados inembargables. 
 
Igualmente, conforme lo dispuesto en el artículo 134 de la Ley 100 de 1993, las 
rentas y bienes de los fondos de pensiones, tanto del régimen de ahorro individual 
con solidaridad como de prima media con prestación definida como el administrado 
por COLPENSIONES, gozan del carácter de INEMBARGABILIDAD, puesto que se 
trata de recursos incorporados en el presupuesto general de la Nación. Dicha 
condición fue confirmada por la H. Corte Constitucional en sentencia C-103 de 1994. 
 
Actualmente la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES-COLPENSIONES- 
administra el Régimen de Prima Media con Prestación Definida, por lo tanto, los 
recursos con que cuenta, son no sólo para la financiación de las pensiones si no para 
su operación administrativa, siendo así inembargables, pues además de la norma 
antes citada el Artículo 63 de la Constitución Política señala: 
 
“Artículo 63. Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales 
de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación 
y los demás bienes que determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e 
inembargables” (Subrayado por fuera del texto original) 
 
Dentro de los bienes de la nación, claramente están comprendidos los dineros y 
recursos de las Entidades Estatales, los cuales han sido definidos como 
inembargables por la ley orgánica de presupuesto, para lo cual basta con revisar el 
Decreto 111 de 1996, que en su artículo 19 prescribe: 
 
“INEMBARGABILIDAD. Son inembargables las rentas incorporadas en el 
presupuesto general de la Nación, así como los bienes y derechos de los órganos 
que lo conforman. 
No obstante, la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes deberán 
adoptar las medidas conducentes al pago de las sentencias en contra de los órganos 
respectivos, dentro de los plazos establecidos para ello, y respetarán en su 
integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias. 
Se incluyen en esta prohibición las cesiones y participaciones de que trata el capítulo 
4º del título XII de la Constitución Política. 
Los funcionarios judiciales se abstendrán de decretar órdenes de embargo cuando 
no se ajusten a lo dispuesto en el presente artículo, so pena de mala conducta (L. 
38/89, art. 16; L. 179/94, arts. 6º, 55, inc. 3º). 
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Ahora bien, para determinar si las rentas y bienes de la ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES –COLPENSIONES- hacen parte del presupuesto 
general de la Nación, es suficiente revisar la Ley 489 de 1998, como el Decreto 4121 
de 2011 para darnos cuenta que en efecto están inmersas en dicho presupuesto. 
 
LEY 489 DE 1998: 
 
Artículo 38.- Integración de la rama ejecutiva del poder público en el orden 
nacional. La rama ejecutiva del poder público en el orden nacional, está integrada 
por los siguientes organismos y entidades: 
(…) 
2. Del sector descentralizado por servicios: 
Los establecimientos públicos; 
Las empresas industriales y comerciales del Estado; 
Las superintendencias y las unidades administrativas especiales con personería 
jurídica; 
Las empresas sociales del Estado y las empresas oficiales de servicios públicos 
domiciliarios; 
Los institutos científicos y tecnológicos; 
Las sociedades públicas y las sociedades de economía mixta; 
Las demás entidades administrativas nacionales con personería jurídica que cree, 
organicen o autorice la ley para que formen parte de la rama ejecutiva del poder 
público. 
 
DECRETO 4121 DE 2011: 
De conformidad con el Decreto 4121 de 2011, La ADMINISTRADORA COLOMBIANA 
DE PENSIONES-COLPENSIONES- es una Empresa Industrial y Comercial del Estado 
organizada como entidad financiera de carácter especial, “vinculada al Ministerio de 
Trabajo que hace parte del Sistema General de Pensiones y tiene por objeto la 
administración estatal del Régimen de Prima Media con Prestación Definida, las 
prestaciones especiales que las normas legales le asignen, y la administración del 
Sistema de Ahorro de Beneficios Económicos Periódicos de que trata el Acto 
Legislativo 01 de 2005, en los términos que determine la Constitución y la Ley, en 
su calidad de entidad financiera de carácter especial.” 
 
A su turno el Decreto 4121 de 2011 en su Artículo 4° señala que el Patrimonio de la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES –COLPENSIONES- “estará 
conformado por los activos que reciba para el funcionamiento y la acumulación de 
los traslados que se hagan de otras cuentas patrimoniales, las transferencias del 
Presupuesto General de la Nación, los activos que le transfiera la Nación y otras 
entidades públicas del orden nacional y los demás activos e ingresos que a cualquier 
título perciba.” 
Es claro que tratándose de recursos públicos y en especial de aquellos destinados al 
sistema de seguridad social, no debe prevalecer el interés particular frente al interés 
general, pues el Estado necesita no sólo de los recursos que tienen una destinación 
específica para satisfacer las necesidades sociales de los habitantes del territorio 
nacional, sino también de los recursos destinados para su administración y 
funcionamiento, pues estos resultan indispensables para que el Estado opere a fin 
de cumplir con sus obligaciones. 
 
Por lo anterior, la Corte Constitucional en Sentencia C-354 de 1997, con ponencia 
del Magistrado Antonio Barrera Carbonell, señaló: 
 
(…) “el principio de la inembargabilidad presupuestal es una garantía que es 
necesario preservar y defender, ya que ella permite proteger los recursos financieros 
del Estado, destinados por definición, en un Estado social de derecho, a satisfacer 
los requerimientos indispensables para la realización de la dignidad humana. 
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En este sentido, sólo si el Estado asegura la intangibilidad judicial de sus recursos 
financieros, tanto del gasto de funcionamiento como del gasto de inversión, podrá 
contar con el cien por ciento de su capacidad económica para lograr sus fines 
esenciales.  
La embargabilidad indiscriminada de toda suerte de acreedores, nacionales y 
extranjeros, expondría el funcionamiento mismo del Estado a una parálisis total, so 
pretexto de la satisfacción de un cobro judicial de un acreedor particular y 
quirografario. 
  
Tal hipótesis es inaceptable a la luz de la Constitución de 1991, pues sería tanto 
como hacer prevalecer el interés particular sobre el interés general, con 
desconocimiento del artículo primero y del preámbulo de la Carta.” 
 
De esta manera, solicito respetuosamente NO practicar medidas cautelares en 
el presente caso o en su efecto si existieran las mismas, ORDENAR su levantamiento, 
puesto que las mismas no pueden usarse para el cumplimiento de una sentencia 
judicial ni mucho menos para garantizar el pago de costas judiciales. 
 
 
 

4. BUENA FE DE COLPENSIONES: 

 
El artículo 83 de la Constitución Política de 1991 establece que” (...) las actuaciones 
de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de 
la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante 
éstas (...)”. 
 
Es evidente que las actuaciones de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES - COLPENSIONES – se han permeado de buena fe, puesto que han 
atendido de manera diligente las reclamaciones y una vez comprobadas conforme a 
las normas vigentes, han procedido a reconocerlas.  
 
 

5. DECLARATORIA DE OTRAS EXCEPCIONES: 

 
Pido que, si halla probados hechos que constituyen una excepción, los reconozca de 
manera oficiosa en la sentencia, así como también si encuentra probada una 
excepción que conduzca a rechazar todas o algunas pretensiones de la demanda, se 
abstenga de examinar las restantes de acuerdo a lo estatuido en el artículo 306 del 
C. P. C. por reenvío que se impone en el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo 
y de la Seguridad Social. 
Desde ahora me reservo la facultad de ampliar y proponer nuevas excepciones en 
la audiencia especial que se fije con el fin de resolver las ya propuestas, así como 
para solicitar pruebas en respaldo de las mismas. 
 
 

 

FUNDAMENTOS Y RAZONES DE DERECHO 
 
Invoco como fundamentos de derecho el artículo 48 de la Constitución Política, el 
artículo 307 y 442 del C. G. del P., artículo 19 del Decreto 111 de 1996, Artículo 91 
de Ley 715 de 2001, y el artículo 134 de la Ley 100 de 1993. 
 
Constitución Política. Decreto 01 de 1984. Ley 1437 DE 2011. Ley 100 de 1993. 
Artículo 63 de la Constitución Política de Colombia. Artículo 134 de la ley 100 de 
1993. Art. 192 y 299 del C.P.A.C.A.  

mailto:utabacopaniaguab5@gmail.com


 
 
 

 
Notificaciones:  utabacopaniaguab5@gmail.com 

 
Como medio de defensa se interponen las siguientes excepciones frente al 
mandamiento de pago. 
 
El artículo 297 del C.P.A.C.A reguló lo concerniente a los documentos que se 
pretenden hacer valer como título ejecutivo cuando se pretenda ejecutar una 
sentencia judicial, en los siguientes términos: 
 
“Artículo 297. Título Ejecutivo. Para los efectos de este Código, constituyen título 
ejecutivo: 1. Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad 
pública al pago de sumas dinerarias. 2. Las decisiones en firme proferidas en 
desarrollo de los mecanismos alternativos de solución de conflictos, en las que las 
entidades públicas queden obligadas al pago de sumas de dinero en forma clara, 
expresa y exigible. 3. Sin perjuicio de la prerrogativa del cobro coactivo que 
corresponde a los organismos y entidades públicas, prestarán mérito ejecutivo los 
contratos, los documentos en que consten sus garantías, junto con el acto 
administrativo a través del cual se declare su incumplimiento, el acta de liquidación 
del contrato, o cualquier acto proferido con ocasión de la actividad contractual, en 
los que consten obligaciones claras, expresas y exigibles, a cargo de las partes 
intervinientes en tales actuaciones. 4. Las copias auténticas de los actos 
administrativos con constancia de ejecutoria, en los cuales conste el reconocimiento 
de un derecho o la existencia de una obligación clara, expresa, y exigible a cargo de 
la respectiva autoridad administrativa. La autoridad que expida el acto administrativo 
tendrá el deber de hacer constar que la copia auténtica corresponde al primer 
ejemplar.” 
 
De lo anterior se deduce que son títulos ejecutivos, además de los documentos 
enunciados en los numerales 2 y 3, (i) la sentencia debidamente ejecutoriada 
proferida por la jurisdicción de lo contencioso administrativo y; (ii) las copias 
auténticas de los actos administrativos con constancia de ejecutoria, en los cuales 
conste el reconocimiento de un derecho o la existencia de una obligación clara, 
expresa y exigible a cargo de la respectiva autoridad administrativa 
 
Teniendo en cuenta que la sentencia es la decisión judicial que determina la 
procedencia o no de las pretensiones de la demanda y las excepciones de mérito, la 
cual una vez provista de ejecutividad y ejecutoriedad por ser la que declara, 
constituye el derecho u ordena el pago de suma dineraria, es de obligatorio 
cumplimiento,  es decir, por sí sola constituye el título ejecutivo idóneo para solicitar 
su ejecución de la sentencia; por consiguiente, los actos administrativos expedidos 
por  las  entidades  de  derecho  público  que  no  crean,  modifican  o  extinguen  
un derecho distinto de los derechos planteados en las decisiones judiciales no 
pueden ser cuestionados en su integralidad como quiera que materializan las 
pretensiones concedidas al demandante, hoy ejecutante. 
 
 
Ahora bien, el artículo 422 del Código General del Proceso estableció que podrán 
demandarse ejecutivamente las obligaciones claras, expresa y exigibles que “ (…) 
consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y constituyan 
plena prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida 
por juez  o  tribunal  de  cualquier  jurisdicción,  o  de  otra  providencia judicial,  o  
de  las providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o 
señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale 
la ley. La confesión hecha en el curso de un proceso no constituye título ejecutivo, 
pero sí la que conste en el interrogatorio previsto en el artículo (…)” 
 
 

mailto:utabacopaniaguab5@gmail.com


 
 
 

 
Notificaciones:  utabacopaniaguab5@gmail.com 

De otro lado, el artículo 442, indicó cuales son las excepciones que podrá interponer 
la parte ejecutada cuando se trate de un proceso ejecutivo, en los siguientes 
términos: 
 
“ARTÍCULO 442. EXCEPCIONES. La formulación de excepciones se 
someterá a las siguientes reglas: 
 
(…) 
2. Cuando se trate del cobro de obligaciones contenidas en una providencia, 
conciliación o transacción aprobada por quien ejerza función jurisdiccional, sólo 
podrán alegarse las excepciones de pago, compensación, confusión, novación, 
remisión, prescripción o transacción, siempre que se basen en hechos posteriores a 
la respectiva providencia, la de nulidad por indebida representación o falta de 
notificación o emplazamiento y la de pérdida de la cosa debida. (…) ” 
 
En atención a lo expuesto, y con base en la remisión que procede en materia, la 
entidad que pretenda librarse de la obligación de pagar una condena impuesta en 
una sentencia proferida por un juez de lo contencioso administrativo debidamente 
ejecutoriada, deberá, alegar las excepciones enlistadas en el numeral  2º del artículo 
442 del CGP norma que delimita dentro de las excepciones que se pueden formular 
en contra de la solicitud de acción ejecutiva, “el pago”, razón por la cual mi 
poderdante en su defensa, la propondrá como excepción entre otras, cuyo soporte 
me permito de manera respetuosa y dado el evento que se llegare a 
aportar durante el transcurso del proceso Acto Administrativo de 
cumplimento de sentencia judicial y/o certificación de pago de costas 
procesales, distintos a los que reposan en el expediente, se sirva declarar 
la prosperidad de la presente excepción.   
 
 
 

PETICIONES 
 
 
Respetuosamente solicito declarar probada las excepciones de mérito propuestas y 
consecuencialmente ordenar, si existiesen, el levantamiento de las medidas 
cautelares que pesen sobre las cuentas corrientes de propiedad de la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES –COLPENSIONES - y/o el 
levantamiento del embargo de remanentes decretado para el cumplimiento de igual 
finalidad. 
 
De acuerdo a lo anteriormente expuesto, le ruego a usted Sr. Magistrado aplique 
jurisprudencia Constitucional, sin entrar a hacer disquisiciones exegéticas acerca de 
si el exceptivo propuesto se encuentra configurado dentro de los que taxativamente 
enuncia el Art 509 del C P.C Numeral 2, y le hago un llamado comedido a  que su 
actuación no se limite a la normatividad sustancial y procesal; sino que aplique todos 
los postulados que constituyen el Ordenamiento Jurídico, tal y como es la 
Jurisprudencia. 
 
Es de recordar que "La excepción en el derecho ritual constituye una noción 
inconfundible con la defensa del demandado". Siendo así que el principio 
constitucional del debido proceso y la legítima defensa, para los procesos ejecutivos, 
con respecto a la parte demandada están en marcados dentro de la contestación de 
la demanda, espacio propio de la proposición de excepciones. "La excepción, 
entonces, es uno de los medios de defensa con que cuenta el demandado para 
oponerse a las pretensiones del demandante y hacer prevalecer la suya propia, esto 
es, sacar avante su posición Jurídica". Letras cursivas extractadas de la Sentencia 
de la C.S.J S.P.S 2009/90. 
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LIMITACION DE LOS EMBARGOS 
 
Pese a lo señalado sobre la inembargabilidad de los recursos de la seguridad social 
administrados por COLPENSIONES, solicito al señor Juez que de librarse medida de 
embargo contra mi defendida, bajo el argumento que fuere, la aplicación de estas 
se realice de tal forma que no exceda los valores ejecutados, tal y como lo señala el 
tercer inciso del artículo 599 del Código General del Proceso: “El juez, al decretar 
los embargos y secuestros, podrá limitarlos a lo necesario; el valor de los 
bienes no podrá exceder del doble del crédito cobrado, sus intereses y las 
costas prudencialmente calculadas, salvo que se trate de un solo bien o de 
bienes afectados por hipoteca o prenda* que garanticen aquel crédito, o cuando la 
división disminuya su valor o su venalidad”, por lo tanto, se solicita no librar más de 
una orden de embargo simultanea ó de librarse varias al mismo tiempo su monto 
total, en cualquiera de los dos casos, no exceda el valor ejecutado, toda vez que la 
practica indiscriminada de embargos a los recursos de la Administradora Colombiana 
de Pensiones – COLPENSIONES, ha generado que la entidad tenga un valor 
importante de recursos “congelados” por embargos en exceso y/o remanentes, que 
adicionalmente de generar inconvenientes para la operación financiera de la entidad, 
genera congestión en los despachos judiciales por la solicitud de la devolución de 
los dineros embargados en exceso y/o remanentes, pues son dineros que 
COLPENSIONES tiene la obligación de recuperar para su óptimo funcionamiento. 
 

 
PETICIÓN ESPECIAL 

 
Solicito a la señora Juez de manera respetuosa se ordene la terminación del proceso 
ejecutivo, se deje sin efecto el mandamiento de pago y se ordene el levantamiento 
de medidas cautelares dispuestas respeto de los bienes de la Administradora, de ser 
el caso, pues se demuestra con la expedición del acto administrativo que la entidad 
dio cumplimiento en término respecto a las condenas que le fueron impuestas.  
 
Igualmente solicito a la señora Juez de manera respetuosa, abstenerse de librar auto 
de Seguir Adelante con la Ejecución, decreto de Medidas Cautelares y condena en 
costas, decisión que sería un avance favorable en cuanto a economía procesal se 
refiere, así como un resultado más rápido y eficaz para ambas partes, pues se 
reitera, ya están satisfechas todas las obligaciones impuestas. 
 
PRIMERO: Niegue temporalmente el Mandamiento de Pago, solicitado por la parte 
actora, para darle así el tiempo necesario, requerido, por la Entidad a la que 
represento, de ajustar sus lineamientos en cuanto al pago y posterior ingreso a 
nómina de la pretensión del caso en concreto. 
 

SEGUNDO: ABSTENERSE de decretar medidas cautelares de embargo y retención 
de dineros que hacen parte del Sistema General de Pensiones. 
 
SUBSIDIARIAMENTE: 
 
PRIMERO: Que, en caso de decretar las medidas cautelares, las mismas se realicen 
una vez se liquide el crédito y costas, esto con el fin de asegurar sólo el valor 
correspondiente a la obligación y evitar un detrimento patrimonial más para la 
entidad y un posible trámite incidental de desembargo. 
 
SEGUNDO: En caso de decretarse medidas de embargo y retención de dineros 
previa a la liquidación, y una vez se perfeccione alguna con la que se cubra la 
totalidad del crédito se proceda de manera inmediata a la orden de levantamiento 
de las demás medidas y devolución de los saldos o remanentes que llegaren a existir. 
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Así las cosas, dicha decisión sería un avance favorable en cuanto a economía 
procesal se refiere, así como un resultado más rápido y eficaz para ambas partes. 
 
En el evento de ordenar continuar con la medida que decreta embargo y retención 
de dineros depositados a Colpensiones, ruego sr Juez, que los oficios se limiten a un 
solo banco y a esperar respuesta de este para poder librar el siguiente, igualmente 
que la suma sea por el valor especifico sin excederse a fin de evitar remanentes y 
el exceso de embargos de los dineros destinados al pago de la seguridad social. 
 
De igual manera una vez el pago se haga efectivo solicito respetuosamente, librar y 
radicar oficios de Levantamiento de embargo en la Entidad Bancaria. 
 

 
ANEXOS 

 
 

1. Me permito aporta la Resolución VPB 33920 del 29 de agosto de 2016. 
 
 

 

NOTIFICACIONES 
 

 

LA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, se le puede notificar en las 
siguientes direcciones Carrera 10 No. 72-33 Torre B Piso 10 Bogotá D.C. y Carrera 
5 No. 9-25 Local 2 Cali -Valle. 
 
Las mías las recibiré en la secretaría de su Despacho o en el siguiente correo 
electrónico: utabacopaniaguab5@gmail.com 
 
 

 
Del señor Juez;  
 
 
Atentamente; 
 
 

 
 
DIANA MARCELA MANZANO BOJORGE 
C.C No. 1.130.598.216 de Cali, Valle. 
T.P No. 232.810 del C. S. de la J.  
 
Correo electrónico: utabacopaniaguab5@gmail.com 
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REPUBLICA DE COLOMBIA
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES

RESOLUCIÓN NÚMERO
RADICADO No. 2016_9908456_9-2015_9798365_2

POR LA CUAL SE RESUELVE UN RECURSO DE APELACIÓN Y SE MODIFICA LA 
RESOLUCIÓN GNR 288411 DEL 21 DE SEPTIEMBRE DE 2015

LA VICEPRESIDENTE DE BENEFICIOS Y PRESTACIONES DE LA ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES -, en uso de las atribuciones 
inherentes al cargo y,

ANTECEDENTES

Que mediante resolución GNR 288411 del 21 de septiembre de 2015, Colpensiones 
resuelve reconocer una pensión de vejez a favor del señor VALBUENA DUARTE 
WILSON ARLEY, identificado con CC No. 79.701.212, en aplicación de la Ley 32 de 
1986, con base en 1136 semanas, sobre un ingreso base de liquidación de 
$1.609.898 al cual se le aplicó una tasa de reemplazo del 75%, arrojando una 
mesada pensional en cuantía de $1.207.424 para 2015, prestación dejada en 
suspenso hasta el retiro definitivo del servicio público.

Que la anterior Resolución se notificó el día 28 de septiembre de 2015, y el Señor 
VALBUENA DUARTE WILSON ARLEY encontrándose en el término otorgado, en 
escrito presentado el día 13 de octubre de 2015, radicado bajo el número 
2015_9798365, interpuso recurso de reposición y en subsidio de apelación previas 
las formalidades legales señaladas en el Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo, manifestando su inconformidad básicamente en 
los siguientes términos:

“presento mi desacuerdo con las forma de liquidación de esta pensión en la cual fue 
tenido en cuenta los ultimo 10 años de cotización, y no fue tenido en cuenta el ultimo 
año de cotizaciones a que tengo derecho, solicito sea tenido en cuenta la liquidacion con 
el ultimo año de cotizacion.”

Que mediante Resolución GNR 408909 de 16 de diciembre de 2015, esta entidad 
resolvió recurso de reposición contra la Resolución GNR 288411 del 21 de 
septiembre de 2015, en el sentido de reliquidar la prestación en aplicación de la Ley 
32 de 1986, con base en 1149 semanas, sobre un ingreso base de liquidación de $ 
$1.619.537 al cual se le aplicó una tasa de reemplazo del 75%, arrojando una 
mesada pensional en cuantía de $1.214.653 para 2015, prestación dejada en 
suspenso hasta el retiro definitivo del servicio público.

CONSIDERACIONES

Que el peticionario ha prestado los siguientes servicios:

ENTIDAD LABORO DESDE HASTA NOVEDAD
1 ASESORIAS Y SERV TEMPORALES 19930112 19931201 TIEMPO SERVICIO
PARDO POMBO Y CIA LTDA. 19930412 19930415 TIEMPO SERVICIO
1 INSTITUTO NACIONAL PENITENCI 19940404 19950531 TIEMPO SERVICIO
1 INSTITUTO NACIONAL PENITENCI 19950601 19950630 TIEMPO SERVICIO
1 INSTITUTO NACIONAL PENITENCI 19950701 19950731 TIEMPO SERVICIO
1 INSTITUTO NACIONAL PENITENCI 19950801 19950930 TIEMPO SERVICIO
1 INSTITUTO NACIONAL PENITENCI 19951001 19951031 TIEMPO SERVICIO
1 INSTITUTO NACIONAL PENITENCI 19951101 19951130 TIEMPO SERVICIO
1 INSTITUTO NACIONAL PENITENCI 19951201 19951231 TIEMPO SERVICIO
1 INSTITUTO NACIONAL PENITENCI 19960101 19960131 TIEMPO SERVICIO
1 INSTITUTO NACIONAL PENITENCI 19960201 19990628 TIEMPO SERVICIO
1 INSTITUTO NACIONAL PENITENCI 19991001 19991229 TIEMPO SERVICIO
1 INSTITUTO NACIONAL PENITENCI 20000101 20160504 TIEMPO SERVICIO
AENE EMPRESA DE SERVICIOS PUBL 20020401 20020413 TIEMPO SERVICIO
AENE EMPRESA DE SERVICIOS PUBL 20020501 20020915 TIEMPO SERVICIO

Que conforme lo anterior, el interesado acredita un total de 8,182 días laborados, 
correspondientes a 1,168 semanas.

Que nació el 13 de octubre de 1974 y actualmente cuenta con 41 años de edad.

Que verificado el expediente administrativo se encuentra Resolución No. 001088 del 



9 de marzo de 2016 del INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO, 
mediante la cual se acepta renuncia presentada por el señor VALBUENA DUARTE 
WILSON ARLEY a partir del 5 de mayo de 2016.

Que verificado el aplicativo de nómina, se evidencia que la prestación ingresó a 
nómina en el periodo 201606, en cuantía de $1.330.821, generándose un 
retroactivo de $1.153.378. Igualmente, verificado el aplicativo de nómina no se 
evidencian reintegros de dicha prestación.

Que sobre el retiro de funcionarios públicos y su respectiva inclusión a nómina, el 
artículo 150 de la Ley 100 de 1993 establece:

“ARTICULO. 150. - Reliquidación del monto de la pensión para funcionarios y empleados 
públicos. Los funcionarios y empleados públicos que hubiesen sido notificados de la 
resolución de jubilación y que no se hayan retirado del cargo, tendrán derecho a que se 
les reliquide el ingreso base para calcular la pensión, incluyendo los sueldos devengados 
con posterioridad a la fecha de notificación de la resolución.

PARAGRAFO.- No podrá obligarse a ningún funcionario o empleado público a retirarse 
del cargo por el solo hecho de haberse expedido a su favor la resolución de jubilación, si 
no ha llegado a la edad de retiro forzoso.”

Que en atención a lo anterior, se procede a realizar la reliquidación de la prestación 
reconocida incluyendo todos los tiempos laborados de acuerdo con lo siguiente:

Que de conformidad con lo establecido en el artículo 96 de la Ley 32 de 1986, 

“Los miembros del Cuerpo de Custodia y Vigilancia Penitenciaria Nacional, tendrán 
derecho a gozar de la pensión de jubilación al cumplir veinte (20) años de servicio, 
continuos o discontinuos al servicio de la Guardia Nacional, sin tener en cuenta su 
edad". 

Que la norma anteriormente relacionada es aplicable en virtud de lo establecido en 
el Parágrafo transitorio 5º del Acto Legislativo 01 de 2005, que establece: 

“De conformidad con lo dispuesto por el artículo 140 de la Ley 100 de 1993 y el 
Decreto 2090 de 2003, a partir de la entrada en vigencia de este último decreto, a los 
miembros del cuerpo de custodia y vigilancia Penitenciaria y Carcelaria Nacional se les 
aplicará el régimen de alto riesgo contemplado en el mismo. A quienes ingresaron con 
anterioridad a dicha fecha se aplicará el régimen hasta ese entonces vigente para 
dichas personas por razón de los riesgos de su labor, este es el dispuesto para el efecto 
por la Ley 32 de 1986, para lo cual deben haberse cubierto las cotizaciones 
correspondientes".

Que en cuanto a la aplicación de la liquidación con todos los factores salariales del 
último año es necesario tener en cuenta la Circular Interna 16 de 2015 que en 
cumplimiento de la Sentencia de Unificación 230 de 2015 de la Honorable Corte 
Constitucional estableció lo siguiente:

“(…) las reglas de decisión que a continuación se imparten tendrán efectos hacia el 
futuro en los siguientes términos:

A. La definición y entendimiento del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, será el 
siguiente:

1. El Ingreso Base de Liquidación no fue un aspecto sometido al régimen de 
transición

2. Las reglas para calcular el ingreso base de liquidación de los beneficiarios 
del régimen de transición, son las siguientes:

i. Quienes a 1 de abril de 1994 les faltare menos de 10 años para el 
cumplimiento de los requisitos para pensionarse, el ingreso base de 
liquidación se determinará conforme lo establecido en el inciso 3º 
del artículo 36 de la Ley 100 de 1993.

ii. Quienes a 1 de abril de 1994 les faltare más de 10 años para el 
cumplimiento de los requisitos para pensionarse, el ingreso base de 



liquidación se determinará conforme lo establecido en el artículo 21 
de la Ley 100 de 1993.

3. El régimen de transición respeta edad, tiempo de servicios o semanas 
cotizadas y monto de la pensión del régimen anterior referido solamente a 
la tasa de reemplazo, como quiera que la intención del legislador fue 
impedir que el Ingreso Base de Liquidación de los regímenes anteriores 
tuviera efectos ultractivos.

Los únicos factores salariales que se deberán tener en cuenta al momento 
de determinar el ingreso base de liquidación serán los contemplados en el 
Decreto 1158 de 1994, siempre y cuando sobre los mismos se hubieran 
efectuado los aportes al Sistema General de Pensiones.

(…)

C. Los criterios establecidos en la presente Circular tendrán aplicación para todos los 
servidores públicos, independientemente del régimen pensional que resulte 
aplicable en su condición de beneficiarios del régimen de transición.

D. Con base en lo expuesto, quedan derogados expresamente los criterios de 
interpretación del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, respecto de la aplicación del 
Ingreso Base de Liquidación contenidos en las Circulares Internas 01 de 01 de 
octubre de 2012, 04 de 26 de julio de 2013, 06 de 18 de diciembre de 2013, 
incluida la nota aclaratoria de esta última.”

Que de conformidad con lo anterior, no es posible realizar la reliquidación con el 
último año y todos los factores salariales como lo solicita el peticionario y, en 
consecuencia,  para obtener el ingreso base de liquidación de la presente 
prestación, se dará aplicación a lo establecido en el artículo 21 de la ley 100 de 
1993; el cual establece: 

“Se entiende por ingreso base para liquidar las pensiones previstas en esta ley, el 
promedio de los salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante los diez 
(10) años anteriores al reconocimiento de la pensión, o en todo el tiempo si este fuere 
inferior para el caso de las pensiones de invalidez o sobrevivencia, actualizados 
anualmente con base en la variación del Índice de Precios al consumidor, según 
certificación que expida el DANE.”

Que para obtener el ingreso base de cotización de la presente prestación, se toman 
los factores salariales establecidos en los artículos 18 y 19 de la Ley 100 de 1993 y 
artículo 1 del Decreto 1158 del 3 de junio de 1994, según el caso.

Que de conformidad con la Circular Interna 01 de 2012, suscrita por la 
Vicepresidencia Jurídica y Doctrinal y la Vicepresidencia de Prestaciones y 
Beneficios, las reglas de efectividad  de la pensión son las siguientes:

“f. Si el afiliado es un servidor público y radicó dentro de sus documentos para la 
pensión la certificación de retiro del servicio público o en la Historia Laboral se 
encuentra registrada la novedad de Retiro, la prestación se reconocerá a partir de la 
fecha de retiro.

Si el afiliado no radicó dentro de sus documentos el retiro del servicio público indicando 
que sigue vinculado, la prestación se reconocerá a partir de la nómina subsiguiente a la 
de expedición del acto administrativo, evento en el cual se seguirá el procedimiento 
señalado en la circular externa No. 1 de 2012.”

Que siguiendo lo establecido en el artículo 150 de la Ley 100 de 1993, se procedió a 
realizar la reliquidación de la prestación incluyendo todos los tiempos laborados, de 
lo cual se obtuvo la siguiente liquidación:

IBL: 1,775,726 x 75.00 =  $1,331,795

SON: UN MILLON TRESCIENTOS TREINTA Y UN MIL SETECIENTOS NOVENTA Y CINCO 
PESOS M/CTE.

Para el análisis de la pensión reconocida, se tomó en cuenta que la peticionaria 
cumple los requisitos para los siguientes tipos de pensión, siendo aplicada por 
favorabilidad el indicado en la columna “Aceptada Sistema”:



NOMBRE FECHA STATUS FECHA 
RECONO.

IBL % IBL VALOR PENSION 
MENSUAL

ACEPTADA 
SISTEMA

PENSION ESPECIAL INPEC - Ley 
32 de 1986 - Dec 407 de 1994

19 de septiembre 
de 2014

5 de mayo de 
2016

1,775,726 75.00% 1,331,795 SI

El disfrute de la presente pensión será a partir de 5 de mayo de 2016, fecha de 
retiro del servicio público con el empleador INPEC.

Que mediante radicado interno 2016_9302244 se solicitó a la Gerencia Nacional de 
Operaciones la relación de los ciclos con cotización adicional de alto riesgo, 
obteniendo como respuesta que se cotizaron 139 ciclos de alto riesgo equivalentes 
a 596 semanas.

Frente a lo anterior se hace necesario hacer las siguientes precisiones:

Que el artículo 5 del decreto 2090 de 2003 establece la obligación del empleador de 
cotizar un porcentaje adicional para pensión en los siguientes términos: “El monto de 
la cotización especial para las actividades de alto riesgo es el previsto en la Ley 100 de 
1993, más diez (10) puntos adicionales a cargo del empleador”.
Que contrastada la información suministrada con la Historia Laboral del asegurado, 
así como con las certificaciones laborales allegadas, se puede concluir que no 
existió pago del porcentaje adicional para algunos de los ciclos relacionados a partir 
del 28 de julio de 2003.

Que ante la anterior situación se hace oportuno citar lo previsto en la Circular 15 de 
2015 Colpensiones en lo relativo a la asunción de la mora patronal en el pago de los 
porcentajes adicionales por actividad de alto riesgo:

“VII. REGLAS PARA LA INCLUSIÓN DE PERIODOS DE COTIZACIÓN EN ACTIVIDAD DE ALTO 
RIESGO SIN EL PAGO DE LA COTIZACIÓN ADICIONAL. - Precedente judicial de Corte 
Constitucional, Corte Suprema de Justicia y Consejo de Estado Circular 001 de 20 de 
enero de 2015 emitida por la Procuraduría General de la Nación.

Las reglas jurídicas previstas en el precedente judicial de la Corte Constitucional, la 
Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado en materia de mora del empleador y 
de pensiones de alto riesgo son vinculantes, razón por la cual, es necesario implementar 
los criterios jurídicos y operativos que no permitan trasladar al trabajador las 
consecuencias derivadas del incumplimiento de las obligaciones del empleador.

En virtud de lo anterior, debe considerarse también lo dispuesto por Circular 001 de 20 
de enero de 2015 emitida por la Procuraduría General de la Nación, que conmina a las 
entidades administradoras del sistema pensional a la aplicación de éste precedente 
judicial al momento de resolver una solicitud de reconocimiento de pensión especial de 
vejez por actividad de alto riesgo, en caso de evidenciar que el empleador incumplió su 
obligación de efectuar la cotización especial adicional.

En este orden de ideas, para el efecto deben seguirse las siguientes reglas:

a. Siempre que el empleador no pague la cotización especial oportunamente 
recaerá en mora.

b. El empleador está obligado a ponerse al día en los pagos incluso si no 
canceló el incremento adicional –cotización especial- en el aporte 
legalmente establecido para las actividades de alto riesgo.

c. El incumplimiento en el pago de la cotización especial adicional por parte 
del empleador, no será óbice para negar el reconocimiento de la pensión 
especial de vejez y por lo tanto, deberán computarse los periodos en mora 
como efectivamente pagados para determinar el cumplimiento de los 
requisitos, siempre y cuando durante los mismos y a través de los 
documentos relacionados en el numeral 4º de esta Circular, se determine la 
realización de actividades de alto riesgo.

d. El empleador deberá realizar el pago de los intereses de mora corrigiendo 
de esta forma el IBC en forma retroactiva, previo proceso de depuración y 
cobro de la deuda patronal llevado a cabo por la Vicepresidencia de 
Financiamiento e Inversiones.

e. En cualquier situación, con o sin mora, si en el reporte de semanas 
cotizadas no se puede evidenciar cuáles son los periodos cotizados de 
forma especial adicional, pero de las certificaciones aportadas por el 
afiliado si se pueden determinar los periodos laborados en actividad de alto 



riesgo, deberán ser objeto de inclusión para efectos de determinar si el 
afiliado reúne los requisitos para la pensión especial de vejez.”

Que para el estudio de reconocimiento se llevó a cabo la contabilización total de los 
periodos en mora, a fin de salvaguardar los derechos fundamentales del asegurado 
y de no trasladarle cargas que no le corresponden.

Ahora bien, en cuanto a los periodos de mora por parte del empleador es necesario 
tener en cuenta lo establecido en la Circular Interna 14 del 22 de junio de 2015, 
emitida por el Vicepresidente Jurídico y Secretario General de la Administradora 
Colombiana de Pensiones – Colpensiones respecto a la mora patronal estableció:

“(..) E. Son obligaciones del empleador de acuerdo con el artículo 39 del Decreto 1406 
de 1999, que en su tenor literal indica: “Deberes especiales del empleador. Las 
consecuencias derivadas de la no presentación de las declaraciones de autoliquidación 
de aportes o de errores u omisiones en ésta, que afecten el cubrimiento y operatividad 
del Sistema de Seguridad Social Integral o la prestación de los servicios que él 
contempla con respecto a uno o más de los afiliados, serán responsabilidad exclusiva 
del aportante.”

F. Que la conducta del empleador moroso con el sistema general de seguridad social 
puede constituir otra de carácter punible, según lo dispone el art. 7º de la L. 828/2003 
“Por la cual se expiden normas para el Control a la Evasión del Sistema de Seguridad 
Social” que dispone:

“ARTICULO 7º. CONDUCTAS PUNIBLES. El empleador que argumentando descontar al 
trabajador sumas correspondientes a aportes parafiscales no las remita a la seguridad 
social y, al ICBF, Sena y Cajas de Compensación Familiar, cuando a ello hubiere lugar, 
será responsable conforme las disposiciones penales por la apropiación de dichos 
recursos, así como por las consecuencias de la información falsa que le sea suministrada 
al Sistema General de Seguridad Social. Será obligación de las entidades de seguridad 
social, y de las Cajas de Compensación Familiar, ICBF y Sena y de las autoridades que 
conozcan de estas conductas, correr traslado a la jurisdicción competente.”

G. Debido a que la implementación del precedente judicial de mora patronal descrito 
obliga a la entidad a iniciar las acciones de cobro, sin afectar el proceso de 
reconocimiento administrativo pensional, debe contemplarse para el efecto lo prescrito 
por los artículos 70, 71, 73, 74 y 75 del Decreto 2665 de 1988 y el manual de cobro 
coactivo de Colpensiones bajo las siguientes premisas:

1. Debe determinarse el valor de la deuda objeto de cobro por mora patronal.
2. Una vez determinada la deuda debe clasificarse como (i) Deuda recuperable, (ii) 

Deudas de difícil cobro, (iii) Deudas irrecuperables o incobrables.

H. En consecuencia, la imputación de tiempos en mora patronal se realiza bajo el 
supuesto de clasificación de la deuda provisional que permita adelantar las gestiones de 
cobro hasta la etapa coactiva, incluyendo la declaratoria de remisibilidad de la deuda.

I. Debe resaltarse que los únicos periodos que serán objeto de imputación en mora 
patronal serán aquéllos en los cuales se verifique que en su momento el Instituto de 
Seguro Social y Colpensiones, NO llevaron a cabo acciones de cobro (persuasivo y 
coactivo) contra los empleadores y existan solicitudes de reconocimiento pensional 
pendientes de resolver.

J. En virtud de lo anterior, es necesario implementar los criterios jurídicos y operativos 
que no permitan trasladar al trabajador las consecuencias derivadas del incumplimiento 
de las obligaciones del empleador y de esta manera, garantizar la protección efectiva 
del derecho a la seguridad social de los afiliados, para el reconocimiento de todas las 
prestaciones económicas previstas para el régimen de prima media con prestación 
definida, inclusive la derivada de las actividades de alto riesgo, y la sostenibilidad 
financiera del Sistema General de Pensiones.

K. Para ello, esta Circular define el trámite que debe seguir, en el marco de sus 
competencias, la Vicepresidencia de Beneficios y Prestaciones, la Vicepresidencia de 
Operaciones y Tecnología y la Vicepresidencia de Financiamiento e Inversiones. (…)”

Por lo anterior el presente acto administrativo será remitido a la Gerencia De 
Aportes y Recaudo de la Vicepresidencia de Financiamiento e Inversiones para que 
adelante el trámite para el cobro de los aportes en mora en contra del empleador.



Que con fundamento en la presente Resolución, en consideración del régimen 
aplicable y los tiempos públicos certificados y analizados para decidir la prestación 
económica, antes relacionados, la Gerencia Nacional de Ingresos y Egresos de la 
Vicepresidencia de Financiamiento e Inversiones de Colpensiones, en virtud de lo 
señalado en la Circular Interna No. 17 del 6 de agosto de 2015, que modifica la 
Circular Interna No. 10 del 15 de mayo de 2014, definirá el mecanismo de 
financiación de la pensión y procederá con la liquidación y cobro a las entidades que 
corresponda.
 
En el evento, que proceda el cobro de Cuota Parte Pensional como mecanismo de 
financiación de la prestación, cabe advertir que Colpensiones no surte el trámite de 
consulta de la cuota parte pensional a la(s) entidad(es) respectiva(s) establecido en 
la Circular 069 de 2008 expedida por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el 
Ministerio de la Protección Social, en virtud de la Circular Interna No 10 de fecha 15 
de mayo de 2014 de Colpensiones, cuyo tenor literal reza:

“(…) la consulta, de que trata la Circular 069 de 2008 expedida por el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público y el Ministerio de la Protección Social, no se surte en virtud 
de la orden expresa conferida en el fundamento jurídico 146 y el resuelve número 
quinto del Auto No. 320 del 19 de diciembre de 2013 y en los fundamentos jurídicos 22, 
23 y 24 del Auto 130 de 13 de mayo de 2014 (…)”.

Que los tiempos a financiar son los que a continuación  se mencionan:

ADMINISTRADORA EMPLEADOR FECHA INICIAL FECHA FINAL
UGPP INPEC 4 de abril de 1994 31 de mayo de 1995

Que son disposiciones aplicables: Ley 32 de 1986, Acto Legislativo 01 de 2005, Ley 
100 de 1993 y C.P.A y de lo C.A.

En mérito de lo expuesto,

R E S U E L V E

ARTÍCULO PRIMERO: Modificar la Resolución GNR 288411 del 21 de septiembre de 
2015, modificada por la Resolución 408909 del 16 de diciembre de 2015, recurrida 
por el señor VALBUENA DUARTE WILSON ARLEY, ya identificado, de conformidad con 
las razones expuestas en la parte motiva de esta resolución.

ARTÍCULO SEGUNDO: Reliquidar a favor del señor VALBUENA DUARTE WILSON 
ARLEY, ya identificado, una pensión mensual vitalicia de VEJEZ, en los siguientes 
términos y cuantías:

Valor mesada a 5 de mayo de 2016 =  $1,331,795

LIQUIDACION RETROACTIVO
CONCEPTO VALOR
Mesadas   3,766.00
Mesadas Adicionales 0.00
F. Solidaridad Mesadas 0.00
F. Solidaridad Mesadas Adic 0.00
Descuentos en Salud 351.00
Valor a Pagar 3,415.00

ARTÍCULO TERCERO: La presente prestación junto con el retroactivo si hay lugar a 
ello, será ingresada en la nómina del periodo 201609 que se paga en el periodo 
201610 en la central de pagos del banco BANCOLOMBIA ABONO CUENTA de 
BOGOTA EXITO VILLAMAYOR.

ARTÍCULO CUARTO: Informar del contenido de la presente Resolución a la Gerencia 
Nacional de Ingresos y Egresos de la Vicepresidencia de Financiamiento e 
Inversiones de Colpensiones, para la determinación y cobro del mecanismo de 
financiación de la prestación reconocida.

ARTÍCULO QUINTO: Esta prestación económica es incompatible con cualquier otra 
asignación del Tesoro Público, conforme a lo establecido en el artículo 128 de la 
Constitución Política de Colombia.

ARTÍCULO SEXTO: Remitir a la Gerencia De Aportes y Recaudo de la Vicepresidencia 



de Financiamiento e Inversiones para lo de su competencia.

ARTÍCULO SÉPTIMO: Comuníquese al Representante Legal de la Entidad Pública 
INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO - INPEC, el presente Acto 
Administrativo.

ARTÍCULO OCTAVO: Notifíquese al Señor VALBUENA DUARTE WILSON ARLEY 
haciéndole saber que con la presente resolución queda agotada la vía gubernativa. 

Dada en Bogotá, D.C. a:

NOTIFÍQUESE COMUNIQUESE Y CÚMPLASE

PAULA MARCELA CARDONA RUIZ
VICEPRESIDENTE DE BENEFICIOS Y PRESTACIONES

COLPENSIONES

ANAMARIA ELEONORA RODRIGUEZ NOVA
ANALISTA COLPENSIONES

MILLER MORENO MORENO

COL-VEJ-202-508,2
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